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			RESUMEN: El texto aborda los modos en que, dentro de los regímenes políticos de Nicaragua y Venezuela, el oficialismo y la oposición interactúan en el ámbito político local. Partiendo de un balance de coyunturas electorales recientes y del proyecto global V-Dem para el estudio y medición de la democracia, se identifican patrones de injerencia política y mecanismos de control social que disminuyen las opciones de la ciudadanía para votar a candidaturas opositoras, organizarse y participar autónomamente en el ámbito municipal. Adicionalmente, se discuten los efectos concretos que esta interacción ha tenido para la democracia de ambos países. 
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			ABSTRACT: This text addresses the ways in which, within the political regimes of Nicaragua and Venezuela, the ruling party and the opposition interact in the local political arena. Starting from recent election results and measures of democracy from the global V-Dem project, patterns of political interference and mechanisms of social control are identified that diminish citizens’ options to vote for opposition candidates, to organize, and to participate autonomously at the municipal level. Additionally, the concrete effects this interaction has had on the democracy of both countries are discussed.
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			I.	INTRODUCCIÓN: CONTEXTO POLÍTICO PARA LA PARTICIPACIÓN LOCAL EN LATINOAMÉRICA 

			En el campo disciplinar de la política comparada –y en el ámbito real de la (geo)política global– existen diversos tipos de regímenes políticos, entendidos como formas de organizar, en los marcos de sociedades particulares, la relación entre el Estado y los ciudadanos para el acceso, ejercicio, ratificación y/o salida del poder político. Los regímenes políticos abarcan un continuum que tiene en un extremo la mayor autonomía y protagonismo ciudadano y en el otro el poder concentrado y no responsivo de caudillos, partidos y/o camarillas autoritarios. 

			Por una parte, las democracias contemporáneas poseen las características –elecciones justas, libres y competidas; pluralismo político; derechos ciudadanos a la organización, información, expresión y movilización; mecanismos de rendición de cuentas y control de los funcionarios públicos– que Robert Dahl (1989) ha identificado como constituyentes de las poliarquías –democracias realmente existentes–; las que pueden expandirse para alcanzar una democraticidad de calidad, con ciudadanías dotadas de amplios derechos (civiles, políticos, sociales) y un aparato estatal de alta capacidad en donde se protege y habilita el ejercicio de la ciudadanía (Tilly, 2010). Así, la democracia contemporánea reúne tanto las conquistas y demandas orientadas a la mayor equidad y participación en los asuntos públicos, como a la mejor calidad de la representación y la deliberación políticas. 

			Por otra parte, las autocracias adoptan históricamente diversos ropajes, siendo los tipos más reconocidos por la ciencia política la dictadura militar, el régimen de partido único, el sultanismo y/o modalidades híbridas. Dentro de este universo, los regímenes híbridos (Levitsky y Way, 2010) son aquellos donde se mantienen elementos formales de la democracia –elecciones con un mínimo de competencia, una oposición legal, derechos a manifestación, medios de información independientes–, pero dentro de un orden que otorga al oficialismo –a menudo en la forma de partido dominante y un líder carismático– el control mayor de recursos institucionales, materiales, comunicacionales, que le permiten inclinar la balanza a su favor en detrimento de la oposición. Por lo cual han sido denominados autoritarismos electorales o competitivos.

			Desde el proyecto V-Dem[1], los politólogos Anna Lührmann y Staffan I. Lindberg advierten ahora sobre el advenimiento de una tercera ola autocratizadora. A diferencia de las previas  –en el período de 1926 a 1942 y de 1961 a 1977– la actual ola, que arrancó a mediados de los años 90, afecta a una mayoría de democracias establecidas. Los contextos nacionales, los liderazgos y las fortalezas de la oposición, la sociedad civil y la cultura política democrática marcan, entre otros factores, las respectivas trayectorias de cada caso. La autocratización transita por varios momentos, que abarcan la recesión  –cuando el temprano proceso autocratizador tiene lugar dentro de las democracias–, la ruptura  –cuando se produce el salto cualitativo de la democracia a la autocracia– y la consolidación de los regímenes autoritarios (Lührmann y Lindberg, 2019). Los casos de Nicaragua y Venezuela son particularmente claros como exponentes de la consolidación autocrática. 

			Partiendo de estos referentes teóricos, de un balance de coyunturas electorales recientes y de los datos arrojados por el proyecto global V-Dem, en este texto discutimos algunos de sus efectos concretos para la democracia de Nicaragua y Venezuela, en sus dimensiones electoral y local. Expondremos los patrones de injerencia política (a través de la vulneración de los procesos electorales, que los hacen desiguales e injustos) y los mecanismos de control social (mediante instancias de movilización y participación locales partidizadas desde el oficialismo) que disminuyen las opciones de la ciudadanía para oponerse a la agenda oficial y, en suma, ejercer autónomamente sus derechos políticos.

			II.	 EL CASO NICARAGÜENSE

			II.1. Antecedentes de las elecciones locales

			En Nicaragua rige desde 2007 una suerte de personalismo bicéfalo, en la figura del presidente Daniel Ortega y la vicepresidenta Rosario Murillo –fortalecido por la remoción de asesores de primer nivel como Dionisio Marenco y Lenin Cerna–, a partir del cual se organizan y operan las estructuras estatales y partidistas[2]. La estructura del poder incluye unos 20 asesores presidenciales y 200 operadores, cuadros y funcionarios de primer nivel; pero son 20 operadores –entre los que destacan los 4 hijos del binomio Ortega-Murillo– quienes manejan los hilos del poder. Se trata de un esquema donde la lealtad, la centralización y el verticalismo son priorizados sobre la deliberación y la autonomía dentro de las instituciones públicas, las organizaciones paraestatales y los gobiernos locales. 

			En las elecciones municipales precedentes (2012), el Consejo Supremo Electoral (CSE) reconoció 13 alcaldías al Partido Liberal Independiente (PLI), 3 al partido indígena Yatama, 2 al Partido Liberal Constitucionalista (PLC) y 1 al Partido Alianza Liberal Nicaragüense ALN); un total de apenas 19 municipios del total nacional de 153. Eran estas localidades ubicadas en zona norte, centro y Caribe, con tradición opositora y de movilizaciones sociales, asfixiadas por el recorte de recursos y transferencias del gobierno central, donde se esperaba alguna competencia electoral al Frente Sandinista. En marzo de 2017, una investigación reveló que en al menos trece alcaldías opositoras las transferencias municipales fueron «congeladas» o reducidas –el crecimiento anual pasa del 13% al 1,5%– entre 2013 y 2017; en contraste con las 140 alcaldías gobernadas por el Frente Sandinista o sus aliados, donde las partidas aumentaban un 70%. En el segundo semestre del año, se añadieron al castigo las tres alcaldías del Caribe Norte gobernadas por el partido indígena regional Yatama, antes aliado del Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN) y luego enfrentado con este[3]. 

			La oposición se preparaba para movilizar el voto, defenderlo ante la maquinaria del FSLN y la injerencia de las autoridades electorales locales, a la vez que mostraban aliento por la presencia de observadores de la Organización de Estados Americanos (OEA). Al tiempo, en municipios arrebatados por el Frente –vía adjudicación del CSE– en 2012, así como en sitios donde la imposición de candidatos centrales provocó fisuras en la militancia y cuadros de base sandinistas, había alguna esperanza de recuperar terreno. La Conferencia Episcopal de Nicaragua, dos semanas antes de los comicios, emitió un mensaje llamando a la reflexión y la participación cívica. 

			Sin embargo, la población reconocía el ambiente de poca competencia e irrelevancia del proceso electoral, dado el bloqueo a la oposición real –en 2016 el CSE destituyó a 28 diputados de la oposición a escasos meses de la conclusión del período para el que fueron elegidos, invocando la reforma constitucional que estableció el transfuguismo como causa de destitución–[4] y la participación legitimadora de una oposición satélite, más orientada a prebendas personales que a disputar el poder. Y el debate entre abstencionistas[5] y partidarios de ejercer el voto nulo –nueva muestra de la recurrente división, reforzada por el poder, en el seno opositor–[6] se hacía visible[7]. 

			II.2. La jornada electoral del 5 noviembre de 2017

			La contienda tuvo tintes distintos en tres escenarios diferenciados: en la Nicaragua urbana (regiones de Occidente y Pacífico, en las que el oficialismo ha invertido más en programas sociales, enfrentando la militarización y la intimidación[8]. Las alcaldías que los liberales (PLC y CxL) ganaron en la Nicaragua campesina están casi todas en esa zona. En Santa María de Pantasma, la defensa masiva y unitaria del voto de los liberales permitió la reelección del alcalde de CxL, forzando al retiro de la policía[9]. En esas regiones, el FSLN empleó cuatro tácticas a su favor: una para desestimular a los votantes identificados como opositores –«el ratón loco»[10], trasladando intempestivamente a miles de potenciales votantes opositores a lugares distantes– y para promover el voto múltiple a su favor el uso de tinta deleble, el acarreo sucesivo (e intimidante) de militares a varios centros y los carnés de «personal auxiliar» que permitían a personas circular (y votar) en varios centros[11].

			En la Nicaragua caribeña, donde son conocidos la abundancia de recursos naturales y los esfuerzos por domesticar la autonomía indígena, se profundizó la crisis iniciada tiempo atrás con la invasión de colonos –aupados por el Gobierno central– que provocó el desplazamiento de cientos de familias y decenas de muertos[12]. En las elecciones, el partido Yatama perdió sus tres alcaldías, desencadenando protestas con 30 heridos, 2 indígenas muertos, vehículos, edificios públicos y casas destruidos o dañados. El comisionado de la Policía Nacional Francisco Díaz caracterizó las protestas como «incidentes aislados protagonizados por simpatizantes de Yatama, PLC y CxL». Al tiempo que los cuerpos armados protegieron a agresores del FSLN en zonas del Caribe –y, en ciertos incidentes, participaron en ataques–, la postura oficial aplicó un doble estándar: por un lado, responsabilizó de hechos de violencia a miembros de partidos de oposición y, por otro lado, no presentó detenidos ni informe alguno para esclarecer las responsabilidades sobre los asesinatos ocurridos, todos de opositores[13].

			De un padrón electoral activo de 3.894.104 nicaragüenses registrados, el total de votos depositados fue, según el CSE, de 2.015.124 (51,74%) de los cuales 1.937.873 (96,17% del total) fueron válidos. El CSE le adjudicó al FSLN –con 1.326.982 votos– 135 de las 153 (68,23%) alcaldías del país –incluidas todas las de los departamentos de Managua, León, Rivas y Granada–, las 15 cabeceras departamentales del país y las dos ciudades cabeceras de las regiones autónomas del Caribe[14]. El PLC –con 317.666, un 16,33%– obtuvo 11 municipalidades, Ciudadanos por la Libertad (CxL) –con 185.214, 9,52%– consiguió 6 y Alianza Liberal Nicaragüense (ALN) sola una[15]. 

			Los resultados muestran una apreciable abstención y la poca presencia (y credibilidad) de los pequeños partidos «satélites», que en varios municipios no alcanzaron siquiera los votos de sus postulados y militantes inscritos[16]. Se produjo una suerte de estancamiento de las élites locales, tanto del gobierno como de la oposición. En 98 de las alcaldías ganadas por el FSLN los candidatos eran alcaldes que iban por su reelección –algunos por cuarta vez, desde 2000– o que ya antes habían administrado el municipio. También dos alcaldes del Partido Liberal Constitucionalista (PLC), uno de Ciudadanos por la Libertad (CxL) y uno de la Alianza Liberal Nicaragüense (ALN) repetían, al menos una vez[17].

			Cumpliendo con lo solicitado por la OEA, desde el 6 de noviembre la página web del CSE fue informando de los resultados –por departamentos, municipios, centros de votación y juntas–, pero de modo porcentual y mediante el uso de gráficas. Al no difundir las fotos de las actas –un reclamo de la sociedad civil, opositores y observadores independientes– se sospecha que el oficialismo –mediante las estructuras departamentales y municipales del CSE, todas controladas por el FSLN– pudo alterar aritméticamente los resultados en varios municipios, sin que se pudiesen contrastar con las actas en manos opositoras. 

			II.3. Reacciones y consecuencias

			Los partidos políticos reaccionaron de diferentes maneras tanto a los resultados preliminares ofrecidos por el CSE como a la violencia que se desató en al menos una decena de municipios del país. El FSLN celebró los resultados como triunfo del gobierno de Daniel Ortega y su modelo de «democracia participativa»[18]. El Partido Conservador aceptó los resultados, destacando que «creció» con este proceso electoral. Ciudadanos por la Libertad (CxL)reconocieron avances (publicación de resultados por junta), pero denunció la movilización y voto masivo de militares y policías, el atropello de fiscales opositores y la acreditación de personal del Frente como auxilio del CSE[19]. Yatama fue más radical, denunciando como fraudulento todo el sistema electoral y convocando a protestar en las calles. Por su parte, el Frente Amplio por la Democracia –ausente en las elecciones– denunció el grado de madurez alcanzado por el modelo de fraude y manipulación montados sobre el sistema electoral y partidista[20].

			Los observadores del proceso difieren en sus proyecciones. La misión de acompañamiento electoral de la Organización de Estados Americanos (OEA) señaló en su informe preliminar (7 de noviembre) debilidades en el sistema y proceso electoral. En el informe mencionan como irregularidades la existencia de ciudadanos privados o habilitados ilegalmente en su derecho a votar, actos de violencia, así como la necesidad de actualizar y auditar el padrón sin que estas afectaran en general –a su juicio– el buen desarrollo y resultados de la jornada electoral. El documento –cuestionado por actores de la oposición y de la sociedad civil– fue celebrado por los partidos satélite, por el Consejo Superior de la Empresa Privada (COSEP) y el Departamento de Estado. La OEA desplegó 60 observadores –que llegaron a finales de octubre– en los 15 departamentos del país –abarcando 787 juntas entre las más de 13.000 existentes– que declararon recibir denuncias y elogios al sistema y proceso electorales[21]. El 20 de diciembre se presentó al Consejo Permanente el Informe Final, reconociéndose avances en la cooperación con el gobierno nicaragüense, instándose a fortalecer los procesos electorales y la necesidad de una reforma electoral integral –incluida auditoría completa al registro– que brindase mayor confianza y seguridad a las fuerzas políticas y a la ciudadanía. Lamentaron los 7 muertos y la no resolución de las controversias establecidas por opositores en torno a la alteración de resultados[22].

			Sus pares nicaragüenses mantienen una postura más crítica sobre el proceso, así como sobre la propia labor de la OEA[23]. Panorama Electoral –un consorcio de observadores nacionales no acreditados– registró casi 200 denuncias de incidencia, incluyendo el voto múltiple, movilización de militares y policías, intimidación de simpatizantes del FSLN en contra de otros votantes, destrucción de material electoral, remoción de la tinta indeleble y no publicación de los carteles electorales en una quinta parte de los centros. El Centro Nicaragüense de los Derechos Humanos indicó vicios en el proceso previo a la jornada electoral[24], al tiempo que ratificaba las denuncias de otros observadores: falta de acreditación de miembros de Junta y fiscales de cómputo; boletas incompletas y alteración de actas; cambio de roles y usurpación de identidad de observadores de oposición; no aplicación de tinta indeleble; alteración de acarreo –por activistas del FSLN y con vehículos estatales– de votantes y empleados públicos; voto múltiple e intimidación por parte de policías y militares. Además de identificar incongruencias entre los anuncios del CSE y la data expuesta en su web, lo que siguió con el cambio de resultados a favor de FSLN después de la elección[25].

			Como indica el municipalista Silvio Prado (2017), las municipalidades surgidas de las elecciones del 5 de noviembre de 2017 estarán sometidas al Plan Maestro Amor a Nicaragua- Gobiernos locales 2018-2022, cristianos, socialistas y solidarios, surgido del Congreso Nacional de Planificación para el Desarrollo Humano realizado el 9 de julio entre los 127 alcaldes del FSLN, entonces en ejercicio, y el Instituto Nicaraguense de Fomento Municipal (INIFOM), controlado por el Ejecutivo. Este plan sintetiza competencias –de gestión y aplicación de proyectos– ya contempladas en la Ley de Municipios, pero desaparecen aquellas que garantizan la autonomía política de las alcaldías, para tomar decisiones para responder a sus comunidades y territorios. Al intentar unificar nacionalmente respuestas a realidades regionales muy diversas, anulando la rendición de cuenta de alcaldes electos a sus votantes locales, se reduce al mínimo la democracia en el ámbito local[26].

			III.	EL CASO VENEZOLANO

			III.1. Antecedentes de las elecciones locales

			Los acontecimientos políticos de 2017 en Venezuela resultaron el colofón de dos años de aguda espiral de conflicto entre los poderes del Estado –Ejecutivo, apoyado por Tribunal Supremo; el Poder Electoral, y, hasta su defección, la Fiscalía versus el Legislativo– y entre gobierno y oposición, marcado por disputas electorales, trabas al ejercicio del voto, movilizaciones sociales y represión estatal y paraestatal de las mismas. Una disputa que derivó en casi 12.000 detenidos, 1.260 encarcelados, 200 casos documentados de tortura y 140 muertes[27]. Y que tuvo su clímax con la convocatoria de Nicolás Maduro a una Asamblea Nacional Constituyente (ANC) –violando lo establecido para dicho proceso en relación al aval por referéndum popular–; la celebración de elecciones para gobernador –en medio de prácticas fraudulentas de una escala inédita dentro del sistema electoral–, y el creciente aislamiento internacional de Caracas. Dentro de un proceso en el cual la autocratización ha avanzado combinando la dominación neopatrimonial, así como la construcción de diversas redes clientelares y mecanismos de control.

			En la dimensión local, la política oficial ha avanzado en la construcción de instancias de participación afines al oficialismo (Consejos Comunales), en el desconocimiento y/o supresión[28] (vía encarcelamiento por órganos de Seguridad del Estado) de diversas autoridades electas de oposición y en el recorte de competencias a los gobiernos regionales y locales dentro de una estrategia general de recentralización del poder. En ese sentido, ya en 2016, el 80% de las alcaldías carecían de recursos para cubrir los gastos corrientes y de infraestructura. En septiembre de 2017 los municipios Hatillo y Libertador (Mérida), Marcano (Nueva Esparta) y las alcaldías opositoras de Táchira alertaron sobre la asfixia financiera a la que eran sometidos[29].

			Ese fue el contexto en el que el Consejo Nacional Electoral (CNE) adelantó los preparativos para la elección de los alcaldes por orden de la ANC. Disponiendo de 76 alcaldías entre los 335 municipios del país, 7 organizaciones políticas de oposición –incluidos los tres principales partidos– anunciaron que no participarían en los comicios dada la experiencia fraudulenta de las elecciones para gobernadores del 15 de octubre[30]. Mientras, los partidos del oficialismo, acompañados por un fragmento minoritario de la oposición, anunciaron su concurrencia[31].

			Las condiciones de participación fueron notablemente restrictivas en comparación con procesos anteriores. Los candidatos tuvieron solo tres días para postularse, del 30 de octubre al 2 de noviembre; la campaña electoral abarcó apenas del 23 de noviembre al 7 de diciembre. Se realizaron –del 6 de noviembre al 20 de noviembre– las auditorías de datos de electores, la de los cuadernos de votación impresos, la del software de máquinas y de totalización para los comicios. Al tiempo que, entre un total de 14.387 centros de votación y 32.775 mesas autorizadas, aquellos reubicados para las elecciones regionales permanecían en el mismo lugar[32]. Cuestionado por tal situación –que afectaba a zonas tradicionalmente opositoras–, el CNE indicó que las reubicaciones de los centros de votación a mediados de octubre obedecieron a razones de «seguridad». 

			Sin embargo, a más de cinco meses de la instalación de la ANC y del fin de las protestas, la medida se mantenía; al tiempo que centros de votación en zonas consideradas chavistas no eran reubicados[33]. Además, observadores independientes y dirigentes opositores denunciaron que más de 2 millones de votantes –en particular jóvenes– no habían sido inscritos en el sistema al no realizar el CNE la actualización de datos correspondientes a cada elección. Adicionalmente, la elección de diputados a los consejos legislativos y a la alcaldía mayor de Caracas, que debían realizarse junto a la de todos los alcaldes, fue aplazada[34]. Pese a todo el ventajismo, Nicolás Maduro llamó a sus simpatizantes y estructuras a participar masivamente y conquistar todas las alcaldías[35], al tiempo que se desplegaban casi 260.000 miembros de los institutos armados con el objetivo de resguardar el proceso electoral[36].

			III.2. La jornada electoral del 10 de diciembre de 2017

			En su reporte, el CNE anunció que, sobre un total de 335 alcaldías, el Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV) ganó 298, la oposición triunfó en 26 y se desconocían los resultados en 11 municipios. Luego, la cifra adjudicada al PSUV ascendería a 308 (un 92% de los municipios del país). La participación oficialmente reportada fue del 47,32% del electorado (unos 9,2 millones de electores)[37], aunque observadores independientes de la Red de Observación Electoral de la Asamblea de Educación estimaba un promedio de participación nacional de apenas el 21%, siendo el estado con mayor participación Táchira (35%) y el de menor Aragua (9%)[38].

			Diferentes actores realizaron denuncias sobre ilícitos en el proceso electoral. Observadores independientes detectaron violaciones de la norma del voto con acompañante –voto asistido– en el 15% de los centros de votación en el territorio nacional, en un 10% de los centros se reportaron fallos técnicos con las máquinas de votación, uso de recursos públicos para movilizar electores en el 16% e incidentes en un 5% de los centros[39]. Por su parte, el rector Rondón del CNE reportó distintas denuncias relacionadas con el voto asistido, con énfasis en los estados de Barinas, Carabobo y Zulia, así como la presencia de puntos de proselitismo político cerca de los centros de votación, fallas de máquinas y la interrupción del proceso electoral en al menos un municipio del estado de Zulia[40]. En oposición, observadores invitados por el CNE –el Consejo de Expertos Electorales de Latinoamérica (CEELA)– indicaron que el proceso electoral cumplió con estándares nacionales e internacionales, sin consignar reporte alguno de ilícitos durante el evento[41].

			Entre los estados con más incidencias, según el monitoreo del Observatorio Electoral Venezolano, destacaron Miranda, Zulia, Carabobo y Apure, siendo la categoría de ilícitos con más reportes la de propaganda política, mediante el uso del llamado «carnet de la patria», tarjeta de afiliación política que habilita al portador para la recepción de alimentos distribuidos por el gobierno[42]. Dirigentes del oficialismo como Jorge Rodríguez, Tareck El Aissami y el propio Nicolás Maduro llamaron a los electores a llevar junto con su cédula el carnet de la patria, verificando su portación en los puntos rojos situados cerca de los centros electorales en municipios como Chacao y Libertador. 

			III.3. Reacciones y consecuencias

			La Mesa de la Unidad Democrática (MUD) indicó en un comunicado que las municipales estuvieron marcadas por «las irregularidades y la escasa participación»: «Estamos claros de que hoy, en Venezuela, no hubo elecciones en los términos que establece la Constitución. […] Una inmensa mayoría de la población electoral venezolana expresó su repudio a este régimen; unos no acudiendo a votar ante lo que consideraron un campo minado y otros defendiendo su derecho al voto ejerciéndolo a pesar de las trabas y el ventajismo oficiales y expresándolo a favor de candidatos y partidos que decidieron participar»[43]. Por su parte, el oficialismo celebró lo que consideró una victoria arrolladora y amenazó a los partidos de oposición no concurrentes con suprimirlos del mapa político nacional, vetando su participación de futuras elecciones[44].

			Es posible argumentar que las consecuencias de una elección fraudulenta como la de la ANC, contraviniendo bases constitucionales y normas electorales, haya influido no solo en el abandono de la lucha electoral por parte de la oposición democrática, sino que también fortaleciera la opción del autoritarismo electoral no competitivo del régimen de Nicolás Maduro, reforzado por el resultado de las elecciones de gobernadores en octubre de 2017. En el informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA[45] se destaca que fue luego de estas elecciones que el CNE decidió convocar las elecciones de alcaldes en diciembre del mismo año, las mismas que habían sido pospuestas indefinidamente en el mes de mayo.

			Mientras la Unión Europea iniciaba el año 2018 con un conjunto de sanciones dirigidas a funcionarios del régimen de Maduro por su irrespeto a los principios democráticos y al Estado de derecho, así como también por la violación de derechos humanos[46], el gobierno de los Estados Unidos, a través de la portavoz del Departamento de Estado, expresó su desacuerdo con el «antidemocrático» proceso electoral del país una vez que el gobierno amenazara con excluir a los partidos opositores de los comicios electorales a celebrarse en 2018, luego de que las organizaciones políticas agrupadas en la MUD decidieran abstenerse de participar en las pasadas elecciones municipales de diciembre de 2017, al no estar dadas las condiciones para un proceso transparente. La portavoz Nauert reiteró la necesidad de brindar las garantías para un proceso libre y justo, abierto a todos los candidatos[47].

			IV.	DOS PROCESOS DESDEMOCRATIZADORES: MARCOS DIFERENTES, RESULTADOS SEMEJANTES

			Nicaragua y Venezuela son dos casos nacionales y procesos políticos que han sido abordados como experiencias de desdemocratización relevantes a escala regional (Chaguaceda, 2015). Si bien sus contextos históricos, la fortaleza y tamaño de sus sociedades civiles y oposición, así como la velocidad con que el autoritarismo se afianzó en ambos países, difieren, los acontecimientos recientes –con un cambio radical de las reglas de juego democrático por parte del gobierno de Nicolás Maduro, en el contexto de pérdida de popularidad, aumento de la protesta y subsiguiente represión– hacen posible una mirada de conjunto que revela una aparente confluencia hacia un modo autocrático de disputar, acceder, ejercer y ratificar el poder en los ámbitos locales de ambas naciones. 

			A continuación evaluamos las trayectorias políticas de Nicaragua y Venezuela en dos dimensiones (elecciones subnacionales e índice de participación) relevantes para la política local. Las abordaremos a partir de la información proporcionada por el proyecto V-Dem, midiendo los desempeños de ambos países en la etapa 2007-2016. Lapso temporal que cubre, en el caso nicaragüense, el ascenso por la vía electoral (2006) y la rápida autocratización encabezados por el gobierno del FSLN; mientras que en el venezolano enmarca el momento de franca deriva desdemocratizadora (Reforma Constitucional, socialismo del siglo XXI) del segundo gobierno de Hugo Chávez y llega hasta la autocratización profunda y acelerada con Nicolás Maduro.

			La dimensión de elecciones subnacionales pasa revista a si los comicios regionales y locales, en el período previo, durante la jornada y en el proceso posterior de conteo de votos, cumplen con dos condiciones –libertad y justeza– que definen la democraticidad electoral. Ubicándose ambos casos, en la etapa seleccionada, en una caída tendencial al puntaje «nivel 2» (ambiguo), pues, pese a que existe competición y participación, las irregularidades son significativas y es difícil determinar cuánto afectan el resultado final de los comicios. 

			GRÁFICO I. ELECCIONES SUBNACIONALES LIBRES Y JUSTAS
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			Fuente: https://www.v-dem.net/es/analysis/VariableGraph/.

			La paulatina y sistemática vulneración de la justeza y libertad electorales en Nicaragua y Venezuela ha sido objeto de análisis previo por diversos expertos y organizaciones civiles. Los trabajos de Javier Corrales e Hildago (2017) y de Juan Manuel Trak (2018), así como los análisis del Observatorio Electoral Venezolano (2018, 2019), lo demuestran para el caso venezolano. En el nicaragüense, los análisis de Salvador Martí (2019 y 2013) y McConell (2011), junto a los informes de CENIDH (2016) y la OEA (2017) lo avalan. Lo que arrojan los seguimientos de las ONG encargadas de monitoreo de los derechos ciudadanos –en especial el de elegir a sus autoridades– y los análisis de los expertos es una continua degradación de la calidad democrática de las elecciones, proceso que se acelera y agudiza en los lapsos temporales evaluados por este trabajo. 

			La designación de autoridades electorales leales al oficialismo, el uso de los entes judiciales para vetar la participación de candidatos y partidos opositores, las prácticas de ventajismo –uso de recursos y personal estatal para el proselitismo y movilización del voto fiel– a lo largo de todos los procesos comiciales, en los niveles nacional y local, han sido constantes en Nicaragua y Venezuela durante los pasados años. Siendo así, lo que refleja V-Dem no es otra cosa que el comportamiento en declive de esta dimensión de la contienda política democrática y su conversión en otro espacio de hegemonía autocrática. Sin embargo, vale la pena enfatizar que las mutaciones de lo electoral –aunque variable clave de la naturaleza de un régimen político– guardan estrecha relación con las características crecientemente autocráticas de los proyectos políticos de ambos gobiernos, los mismos que remiten a elementos históricos, ideológicos y organizacionales de sus procesos de desarrollo. 

			En el caso nicaragüense, la tradición sandinista –forjada entre el rigor de la lucha guerrillera y el verticalismo del paradigma leninista– confiere poca autonomía a los alcaldes. En la etapa postrevolucionaria (años 80) estos eran autoridades designadas por el presidente, sin capacidad de respuesta a sus comunidades y subordinados a los secretarios políticos municipales. Desde 2007, los secretarios políticos del FSLN –con más recursos financieros y sin las limitaciones de los años de guerra civil– se constituyen en élites autoritarias subnacionales encargadas de implementar los planes de Managua. Como enlaces verticales entre el Estado, el partido (FSLN) y la sociedad, los secretarios políticos municipales sirven de conectores entre el gobierno central y los municipales, por encima de las relaciones intergubernamentales –formalmente establecidas en la legislación– entre ministerios, agencias y funcionarios del nivel central con las instituciones y funcionarios municipales[48]. Si sumamos a ese proceso de creciente centralización y partidización del poder local los elementos antes expuestos sobre los pasados comicios –incluidos cuestionamientos al ente electoral–, las razones para la clasificación de V-Dem en torno a la merma en los niveles de libertad y justicia electorales son evidentes. 

			Por su parte, en Venezuela asistimos a la consolidación de lo que en círculos académicos y de opinión ha sido denominado poschavismo, entendiendo por ello una fuerza sociopolítica nucleada en torno al presidente Nicolás Maduro, que ha venido construyendo esforzadamente un orden político de legitimidad neopatrimonialista y de vocación totalitaria (López Maya, 2017). Como han mencionado análisis recientes de Michel Penfold, Eugenio Martínez y Edgar Gutiérrez –publicados en sitios como Prodavinci y Efecto Cocuyo–, el oficialismo ya no cuenta con el carisma del líder originario, ni con el apoyo popular traducible en votos, al tiempo que sus recursos para el clientelismo se ven mermados por la caída de los ingresos petroleros derivados de la pésima gestión económica. En ese escenario, lo electoral aparece cada vez más como una dimensión en la cual las leyes, garantías y mecanismos que hicieron al sistema venezolano objeto de reconocimiento a nivel regional se han vulnerado estructuralmente. Y solo en convocatorias debidamente controladas –con candidaturas vetadas; complicidad del árbitro, eliminación de partidos y listas completos; invisibilización mediática, y abuso de la coerción militar y paramilitar en la misma jornada de votaciones– el madurismo aceptará «medirse en las urnas», del modo abusivo en que lo hizo en las pasadas elecciones locales. 

			Los efectos de la democracia y la autocracia son particularmente visibles cuando analizamos el estado de la ciudadanía en el ámbito local. Por ser este el sitio donde el poder «toca» de forma directa la vida cotidiana de las personas, lo local –entendido como comunidad, barrio o municipio– es un escenario privilegiado para comprender las diferencias entre estos modos de hacer política, tanto en las instituciones del Estado como en las formas de asociación y participación vecinales. Y la historia latinoamericana, en el pasado medio siglo, lo revela cabalmente[49]. 

			En el abordaje de la dimensión participativa se trata de evaluar cuánto se logra la participación activa de los ciudadanos en todos los procesos políticos, electorales y no electorales, a través de ponderar, de forma conjunta, el rol jugado por las organizaciones de la sociedad civil, los mecanismos de democracia directa y los órganos locales electos. Como señala Prado (2017), en regímenes democráticos, las relaciones intergubernamentales –entendidas como el conjunto de interacciones que tienen lugar entre los distintos niveles de gobierno– se expresan políticamente –cada nivel de gobierno toma decisiones para sus propios objetivos–, administrativamente –cada nivel con competencias y organización propias para ejercerlas– y financieramente –cada nivel posee recursos financieros para cumplir sus funciones–; en un sistema de nexos que supone una división vertical del poder e interdependencia entre los niveles territoriales y funcionales. Es decir: niveles específicos de responsabilidad, autonomía, rendición de cuentas y participación ciudadana que tienden (normativa y empíricamente) a la desconcentración y descentralización del poder y aun mayor protagonismo de ciudadanos empoderados. 

			No sucede igual allí donde –en formatos autocráticos de diverso grado y tipo– el oficialismo controla decisivamente el poder institucional –y específicamente el ente electoral–, estableciendo formas de control social más o menos extensas, bloqueando o castigando a la oposición política, impidiendo una competencia electoral justa y libre. Haciendo uso extenso de mecanismos de propaganda, clientelismo y coacción, el Frente Sandinista arrasó el 5 de noviembre de 2017 conquistando 135 de las 153 alcaldías disputadas en Nicaragua. En Venezuela, los comicios para alcaldes del 10 de diciembre de 2017 estuvieron signados por la represión parapolicial, el amedrentamiento a candidatos de la oposición y el ventajismo electoral. La implementación de esta estrategia le permitió al PSUV hacerse de 308 de las 335 alcaldías en juego. Considerando lo anterior, este texto aborda los modos en que, dentro de los regímenes políticos de Nicaragua y Venezuela, el oficialismo y la oposición interactúan dentro del ámbito político local a través de las instituciones y procesos electorales de organización y participación ciudadanos. En ese sentido, los resultados de ambos países para la etapa que se estudia son, como siguen: 

			GRÁFICO II. DIMENSIÓN PARTICIPATIVA
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			Fuente: https://www.v-dem.net/es/analysis/VariableGraph/.

			Las políticas de participación mediante las cuales los ciudadanos pretenden incidir en el desarrollo de las políticas y agendas de gobierno, sobre todo a nivel local, son un elemento clave de la democracia. Y en ambos casos se aprecia la expansión de modelos de participación partidizados y vinculados al poder estatal, unida a formas de restricción de la organización social autónoma y de criminalización de la protesta social. 

			La tardía construcción de una estatalidad moderna y el marco autoritario (somocista y sandinista) en que se implementó, llevaron a que hasta inicios de la década de 1990 en Nicaragua no existieran políticas de participación democráticas, debidamente reguladas e institucionalizadas (como los Consejos de Desarrollo Municipal). Las que han visto casi desaparecer su presencia por el protagonismo de los Gabinetes y Consejos de Poder Ciudadano, ligados estos a la capacidad de redistribuir recursos procedentes del aparato estatal y la lealtad al FSLN. Evidenciándose una reducción progresiva del desempeño de los gobiernos subnacionales y una sumisión política al nacional, dentro del modelo de relaciones altamente jerarquizado del Estado nicaragüense (Prado, 2017). 

			Como explica Prado (2017), desde 2007 los gobiernos municipales –y los autonómicos de la Costa Caribe– pasaron a ser agencias ejecutoras de planes operativos derivados del Plan Nacional de Desarrollo Humano diseñado por el gobierno central. Esa fue la primera fase, en la que los presupuestos municipales con porcentajes, rubros y partidas eran asignados desde Managua, en reuniones semanales con los alcaldes del FSLN. El Consejo de Gobiernos Locales –no la Comisión de Asuntos Municipales o el plenario de la Asamblea Nacional– aprueba las leyes y políticas de impacto municipal. En reuniones semanales, los alcaldes de Matagalpa, Estelí y Jinotega, así como el alcalde de facto de Managua –todos, además, secretarios políticos del FSLN en sus respectivos departamentos–, unidos al vicepresidente del Consejo Supremo Electoral y la directora ejecutiva del Instituto Nicaragüense de Fomento Municipal (INIFOM), definen la línea de trabajo a los alcaldes del Frente, en la inmensa mayoría del país. 

			Al tiempo, durante los años 90 emergió una sociedad civil que reivindicó la autonomía como valor esencial de su identidad y acción –buscando diferenciarse de los actores paraestatales de gobiernos anteriores– y que hoy tiene forma en organizaciones de mujeres, campesinas, ambientalistas y de derechos humanos, entre otras, movilizadas en defensa de sus derechos y los bienes comunes, que coexisten y confrontan un modelo de sociedad civil «socialista, cristiano y solidario» de los gremios y organizaciones populares vinculados al FSLN. 

			En Venezuela, si bien el desarrollo de políticas de participación (López, 2011) y la emergencia de una ciudadanía beligerante a través de la sociedad civil (Gómez, 2009) son fenómenos relativamente recientes (de 1958 en adelante), el período de gobierno chavista, en especial los últimos años (Gómez, 2017), evidenció una aguda disputa por la inserción ciudadana en los procesos participativos y de enfrentamiento a las pretensiones autoritarias y estatizantes del gobierno. La expansión de un modelo de participación (Poder Comunal) que busca subsumir la institucionalidad en el ámbito local y dispone de importantes recursos para ello no ha cristalizado con la coherencia del nicaragüense por un conjunto de factores que van desde la complejidad de la estructura social y territorial venezolanas, la dinámica imprimida por los frecuentes cambios institucionales y diversos conflictos políticos, así como por la resistencia ciudadana –de adversarios y simpatizantes del chavismo– a aquellos elementos del Poder Comunal que perciben como nocivos, tanto por su magro desempeño en el área de las políticas públicas como por el sesgo excluyente y polarizador que han mostrado al utilizárseles desde el oficialismo (López, 2011). 

			A ello se une la expansión de una acción societal que, enarbolando el amplio catálogo de derechos consagrados en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, hace uso de diversos mecanismos de protesta y denuncia ciudadana, para confrontar tanto los déficits de los servicios públicos como los retrocesos y agresiones contra los derechos civiles y políticos de la población. Sin embargo, los eventos del último año y el giro autocratizante impregnado por el gobierno en su trato a la sociedad civil autónoma y los derechos de organización, movilización y protesta[50] auguran un escenario más restrictivo en este campo decisivo para la política local. 

			En ambos casos la idea de los consejos locales como experiencias de innovación democrática (Zaremberg, Guarneros-Merza y Gurza, 2017), que trascienden los mecanismos de representación indirecta –elecciones– y participación directa –referéndum–, está hoy sometida a cuestión por la realidad; pues los Consejos de Poder Ciudadano nicaragüenses y los Consejos Comunales venezolanos, en un ambiente de autocratización política, de partidización de la gestión pública y devaluación de la integridad electoral, pierden potencial como circuitos de representación basados en la idea «pueblo», orientados a una activación agonista de la democracia, para devenir espacios de la hegemonización y supresión schmittiana de la política. 

			V.	CONCLUSIONES

			En un estudio reciente (Ruth-Lovell, Lührmann y Grahn, 2019), realizado por investigadores de V-Dem con metodología rigurosa y uso de abundantes datos históricos de 47 países de Latinoamérica y Europa, se investigó la relación entre gobiernos populistas y diversos tipos/dimensiones (electoral, liberal, participativa, deliberativa e igualitaria) de democracia. Los resultados arrojaron una correlación negativa entre populismo y democracia electoral, liberal y delegativa; al tiempo que no corroboraron ninguna relación positiva entre la política populista y los elementos participativos e igualitarios de la democracia. Si entendemos que los gobiernos de Nicaragua y Venezuela transitaron ya del populismo temprano a una franca y creciente autocratización (Lührmann y Lindberg, 2019) los problemas arriba mencionados se agudizan aún más con la reducción de los derechos e instituciones democráticos en ambas naciones.

			Con entes electorales plegados al oficialismo, los resultados de las elecciones municipales de Nicaragua y Venezuela no asombran a nadie. Los partidos dominantes (FSLN en Nicaragua y PSUV en Venezuela) han impedido no solo que sus adversarios ideológicos, sino incluso candidatos independientes salidos de sus filas, alcancen cotos de poder local. En Caracas y Managua se levantan incluso voces chavistas y sandinistas, críticas con la gestión oficial, para denunciar la imposición de maquinarias dispuestas a restringir al máximo la autonomía, la espontaneidad y la circulación del poder, en detrimento de los ciudadanos. Lo curioso es que un segmento de la vida política y académica latinoamericana –y latinoamericanista– insista en que tales procesos –y sus resultados– constituyen ejercicios ejemplares de algo que llaman democracia participativa. Como si la movilización de pobladores pobres e impedidos de elegir entre alternativas reales, presionados por sanciones o incentivos dispensados por el poder, tuviera algo que ver con una participación autónoma y empoderada. 

			Los (re)conocidos problemas de la democracia representativa no se combaten con la entronización, supuestamente participativa, de las dictaduras de partido en los barrios. Con modelos que mezclan y multiplican los vicios del populismo clásico latinoamericano y del socialismo de estado estalinista, los ciudadanos de Nicaragua y Venezuela ven hoy secuestrados o mermados sus derechos de elegir no ya al mandatario que regirá los destinos nacionales; sino también a aquellos que gestionarán la vida comunitaria. Así, Daniel Ortega y Nicolás Maduro reproducen, en pleno siglo XXI, la política excluyente y elitista de las viejas oligarquías y caudillos criollos. Yanina Welp (2018) nos recordaba que las experiencias de participación en el ámbito local debían ser «un mecanismo de empoderamiento de la ciudadanía y no un instrumento al servicio de unos grupos o asociado a intereses partidarios: en pocas palabras, se necesita voluntad, política, pero también buenas instituciones». De tal suerte, una verdadera democracia participativa, con todos y para el bien de todos, pasa por esos referentes de autonomía y protagonismo, no por la partidización autoritaria de la vida en comunidad.
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RESUMEN: El texto aborda los modos en que, dentro de los regimenes politicos de Nicaragua y
Venezuela, el oficialismo y la oposicién interactiian en el mbito politico local. Partiendo de un balance
de coyunturas electorales recientes y del proyecto global /D para el estudio y medicién de la demo-
cracia, se identifican patrones de injerencia politica y mecanismos de control social que disminuyen las
opciones de Ia ciudadania para votar a candidaturas opositoras, organizarse y participas auténomamente
en el dmbito municipal. Adicionalmente, se discuten los efectos concretos que esta interaccién ha tenido
para la democracia de ambos paises.

Palabras clave: Nicaragua; Venezuels; elecciones; participacién; control social.

ABSTRACT: This test addresses the ways in which, within the political regimes of Nicaragua and
Venezuels, the ruling party and the opposition interact in the local political arena. Starting from recent
clection results and measures of democracy from the global V-Dem project, patterns of political in-
tecference and mechanisms of social control ace identified that diminish citizens’ options to vote for
opposition candidates, to organize, and to participate autonomously at the municipal level. Additionally,
the concrete effects this interaction has had on the democacy of both countries are discussed

Keywords: Nicazagua; Venezuela; clections; participation; social control.
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